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Aprobado según Acta No. 504

Radicación No.:
       660016000035 2008 03096 01

Procesado:

       Alejandro Hernández López

Conductas Punibles:
       Hurto calificado y agravado y Fabricación,    

                                                             tráfico y porte de armas de fuego o municiones

Procedencia:

       Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira

ASUNTO:

La Corporación decide lo pertinente en relación con el recurso de apelación interpuesto por el defensor del acusado Alejandro Hernández López, contra la sentencia condenatoria proferida en su disfavor por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira.

ANTECEDENTES:

Esta acción tuvo su génesis en la captura del individuo Alejandro Hernández López junto con un menor de edad, el 19 de diciembre de 2008, momentos posteriores a que intimidara con arma de fuego a la señora Leticia de Jesús Carmona Restrepo, a quien la despojaron de una alhaja.

Durante la práctica de las audiencias de control de legalidad de la aprehensión, imputación e imposición de medida de aseguramiento, Hernández López hizo manifestación voluntaria de aceptación de los cargos formulados por hurto calificado y agravado, en concurso material con fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.

Como consecuencia de su asentimiento libre, voluntario y debidamente informado, se dio lectura al fallo que lo condenó a la pena corporal de treinta y un (31) meses y veinticuatro (24) días de prisión, más la accesoria de rigor, a la vez que le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, ante lo cual el defensor interpuso recurso de apelación.

DE LA IMPUGNACION:

El defensor –recurrente- 

En un discurso bien deshilvanado manifestó que su inconformidad está relacionada con la negativa del beneficio de la “libertad condicional o sea la condena de ejecución condicional” y señaló que dentro del expediente están las pruebas y los hechos, además que un requisito es que la sanción no pase de tres años y otro que haya indemnizado a la víctima, de lo cual hay constancia en el expediente e igualmente afirma que su representado es un joven trabajador y estudiante, que no tiene antecedentes, es un muchacho muy avenido dentro de su comunidad y un deportista que por circunstancias de la vida, se vio involucrado en un delito catalogado como peligroso, “… pero el peligroso es el hecho, no él”.

Agregó que es muy acostumbrado dentro de estos asuntos que los procesados acepten cargos porque la ley les da buena rebaja y generalmente son liberados en la sentencia. Que el juez no le dio la libertad por considerarlo peligroso, pero reitera que el peligroso fue el acto.

Aduce que por el tiempo que lleva  en detención, Alejandro ha pagado el castigo y su familia ahora lo necesita y pide un examen de humanidad por parte de los señores Magistrados, para que le concedan ese beneficio, pues su mandante no va a obstruir la justicia, tampoco constituye un peligro para la sociedad o la víctima y Alejandro va a concurrir al proceso cuando lo llamen.

La Fiscal Delegada – no recurrente-

Refirió que respecto de Alejandro Hernández López, se cumple el primer requisito exigido por el artículo 63 del C. Penal, pero no el segundo, toda vez que la modalidad y gravedad de la conducta hacen que se haya negado ese beneficio, porque se trató de un comportamiento grave, ya que eran dos personas que iban en motocicleta, intimidaron la víctima con arma de fuego, con lo cual colocaron en peligro la vida e integridad personal de la afectada.

La pena se hace necesaria y su ejecución en establecimiento carcelario, para que Alejandro Hernández sepa de la peligrosidad de su comportamiento, por lo cual solicita la confirmación del fallo.

Réplica del defensor.

En ejercicio de este derecho dijo que La Fiscalía se limita a lo que el proceso y la sentencia han advertido, pero que se debe tener cuidado porque está demostrado que el joven no fue el autor, sino el coautor y que el arma de fuego no la utilizó él, sino un menor de edad y que tampoco arrebató las pertenencias de la víctima.

CONSIDERACIONES:

Competencia:

La Sala se encuentra habilitada para revisar la sentencia que ocupa su atención, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial determinantes de la competencia, y lo estipulado por el numeral  primero del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, bajo cuya égida se impartió este trámite procesal.

Problema jurídico:

Se plantea por el recurrente, ante la primera instancia, un recurso de apelación por su inconformidad con la negativa del subrogado de la condena de ejecución condicional como mecanismo sustitutivo de la pena privativa de libertad. En consecuencia decide la Sala si se satisface el presupuesto de la sustentación adecuada de la impugnación, como primer aspecto de procedibilidad para adquirir competencia en torno al pronunciamiento de fondo. De ser así, la Sala abordará el objeto propio del recurso, o en su defecto, habrá de declararlo desierto.

SOLUCIÓN:

Lo discutido por quien se encarga de la defensa técnica del justiciable, en realidad corresponde a su pretensión de que se otorgue al señor Hernández López el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena corporal, aunque para efectos de la sustentación encamina su discurso en algunos apartes a una situación diferente, citando presupuestos sustanciales de otro orden.

Así, la defensa hace un planteamiento con miras a obtener la ‘libertad condicional’ de su pupilo, aspecto regulado por el artículo 471 del Código Adjetivo Penal, del cual se encargan en primera instancia los jueces de ejecución de penas, aunque en otro acápite solicitó el otorgamiento de la ‘pena de ejecución condicional’.

Reiteradamente anunció en su disertación acogerse a los requisitos señalados por el artículo 308 de la codificación aludida, para pretender la libertad de su mandante, señalando que él no va a incurrir en las prohibiciones allí establecidas, mas los presupuestos señalados en la misma norma invocada, son los que debe tener en cuenta el juez de control de garantías para auscultar la procedencia de una medida de aseguramiento, no para determinar sobre un subrogado penal.

El recurso constituye una acción defensiva de quien estima afectado su derecho con la decisión judicial de primer grado. Este principio rector de la ley instrumental, conocido como de la doble instancia, se hace procedente en la medida que el impugnante satisfaga el presupuesto de sustentación del mismo.

La argumentación consiste en hacer una exposición razonada, lógica y suficiente de unos argumentos que pongan en evidencia su inconformidad con la decisión recurrida, para a su vez, dotar al ad quem de unos elementos de juicio para pronunciarse. Pero un discurso incoherente respecto del señalamiento de hechos y situaciones generales, además de fundado en normas inaplicables, impide a la Colegiatura asumir un estudio serio y ponderado de un posible reproche de ilegalidad o desacierto del a quo.

A pesar de lo ininteligible de la argumentación, encuentra la Sala que se alcanza a entrever que la defensa pide el otorgamiento del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena corporal infligida a su mandante, de manera que para redundar en la observancia de las garantías y los derechos del justiciable, quien en últimas es el que saldría afectado al declararse desierto el recurso, el Tribunal procede a revisar la decisión objetada, aclarando que no es pretensión de la Sala imponer una técnica argumentativa especial para cada recurso, aunque si demanda el cuidado y estudio del profesional del derecho que acuda a esta instancia, de tal manera que su intervención presente alguna congruencia entre la decisión objeto de ataque y la exposición argumentativa, con citación si es el caso, de la norma sustantiva o procesal que tenga alguna relación y no una desfasada.

Descendiendo en el tema a decidir, advierte la Sala que en efecto, el primer presupuesto de los enunciados por la norma acusada
 se satisface, pues el quantum corporal punitivo impuesto no excede los tres años, pero como bien se plasmó existen circunstancias de modo tiempo y lugar en que se ejecutó la conducta, que no permiten suponer fundadamente que el justiciable no representa un peligro para la sociedad, por lo que requiere de contera tratamiento penitenciario. Dicho de otra manera, la sanción aflictiva de la libertad debe cumplir su función para garantizar la protección de la comunidad.

No se comparte la posición de la defensa, en cuanto a que ofreció peligro el hecho y no sus ejecutantes, puesto que si una situación representa un grave peligro, lógicamente que de allí deviene la calificación que se imputa a la persona que lo ha realizado, es decir, los calificativos que se reputan de un hombre son proporcionales a la conducta que ejecuta; si el hecho es de potencial peligro en contra de una persona o comunidad, su autor merece ser tratado como tal.

Ahora, tampoco admite excusa el hecho de no haber sido el sentenciado quien materialmente empuñó el arma o arrebató la pertenencia de la víctima, pues recordemos que existen circunstancias de comunicabilidad de la conducta entre uno y otro ejecutor y de allí que el título de participación se repute como de coautoría, es decir, con pluralidad de individuos, quienes tienen igual grado de participación y por ende les corresponde la misma dosis de responsabilidad.

De suerte que con el agotamiento del recurso, no se alzapriman elementos de juicios serios y suficientes como para desvirtuar los argumentos expuestos en el fallo de primer grado, cuya confirmación resulta merecida, frente al aspecto sobre el que ha sido objeto de censura, especialmente por la gran conmoción que causa al conglomerado un ataque a mano armada a una mujer desprevenida e inerme.

Por último, esta Colegiatura debe ratificar que la oportunidad para aducir la prueba, está claramente definida en la ley procesal y la etapa por la cual discurrimos, ya compromete las últimas instancias, por lo que no es posible presentar ahora documentos para acreditar el arraigo familiar del procesado, cuyo momento lo era el de la audiencia preparatoria, según el mandamiento expreso del artículo 374 y las disposiciones que gobiernan el Libro III, Título III, Capítulo I de la Ley 906 de 2004.

DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia, en nombre de la Republica y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE:

Confirmar la sentencia condenatoria materia de estudio, en cuanto fue motivo de impugnación. 

Ésta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de Casación, que de interponerse, debe hacerse dentro del término legal.

COPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado









Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

WILSON FREDY LÓPEZ

Magistrado









Secretario

�	 Artículo 63 de la Ley 599 de 200
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